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Santiago de Cali, diez (10) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

Dentro del proceso de referencia el apoderado de la parte demandada Municipio 
de Santiago de Cali, presenta recurso de apelación frente a la sentencia No. 52 
del 9 de julio de 2020, por lo que correspondería dar aplicación a lo dispuesto en 
el Artículo 192 inciso 4 de la ley 1437 del año 2011, el cual dispone: 
 

“Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter condenatorio y contra el 
mismo se interponga el recurso de apelación, el juez o magistrado deberá citar 
a audiencia de conciliación, que deberá celebrarse antes de resolver sobre la 
concesión del recurso. La asistencia a esta audiencia será obligatoria…”     

 

No obstante, el Decreto 1716 del 14 de mayo de 2009,  “Por el cual se reglamenta 
el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, el artículo 75 de la Ley 446 de 1998 y del 
Capítulo V de la Ley 640 de 2001” establece en el Parágrafo 1 del artículo 2, lo 
siguiente:   
 

“Parágrafo 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de 
lo contencioso administrativo: 

 
– Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario.” 

 
(…) 

 
Bajo esta premisa no es posible instar a las partes a un acuerdo conciliatorio, pues 
los asuntos de carácter tributario no son conciliables, conforme a lo establecido en 
la norma en cita. 
 

Así las cosas y teniendo en cuenta que el recurso de apelación fue presentado y 
sustentado dentro de la oportunidad legal, en los términos de los artículos 243 y 
247 C.PA.CA., el despacho procederá a conceder el recurso de apelación 
interpuesto por el apoderado del Municipio de Cali.  
 
En mérito de lo expuesto, este despacho. 
 

RESUELVE 
 

1. CONCÉDESE, el recurso de apelación en el efecto suspensivo ante el 

Honorable Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, de la 

sentencia No. 52 del 9 de julio de 2020, interpuesto por la parte demandada. 

 

http://www.emcolbru.org/img/escudodeColombia.jpg


2. ENVÍESE el expediente a dicha Corporación para que se surta el recurso de 

alzada, dejando las constancias de rigor.   

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
ATV 

 

 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 

Juez 

 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 

DE CALI 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO ELECTRONICO 
 

La suscrita secretaria certifica que la anterior providencia se 
notificó a la (s) parte(s) por anotación en el ESTADO 
ELECTRONICO No. _________, el cual se insertó en los 
medios informáticos de la Rama   Judicial del 
día____________________________ 
 
Se certifica de igual manera que se envió mensaje de datos a 
quienes suministraron su dirección electrónica. 
 
 

PIEDAD PATRICIA PINILLA PINEDA 
Secretaria 
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AUTO INTERLOCUTORIO:    1090 

RADICACION:    76001-33-33-011-2018-00270-00 

DEMANDANTE:   MARTHA CECILIA ZULUAGA SOLARTE  

DEMANDADO:   MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

     MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

          TRIBUTARIO  

 

Santiago de Cali, once (11) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

Dentro del proceso de referencia la apoderada de la parte demandada Municipio 
de Santiago de Cali, presenta recurso de apelación frente a la sentencia No. 51 
del 9 de julio de 2020, por lo que correspondería dar aplicación a lo dispuesto en 
el Artículo 192 inciso 4 de la ley 1437 del año 2011, el cual dispone: 
 

“Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter condenatorio y contra el 
mismo se interponga el recurso de apelación, el juez o magistrado deberá citar 
a audiencia de conciliación, que deberá celebrarse antes de resolver sobre la 
concesión del recurso. La asistencia a esta audiencia será obligatoria…”     

 

No obstante, el Decreto 1716 del 14 de mayo de 2009,  “Por el cual se reglamenta 
el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, el artículo 75 de la Ley 446 de 1998 y del 
Capítulo V de la Ley 640 de 2001” establece en el Parágrafo 1 del artículo 2, lo 
siguiente:   
 

“Parágrafo 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de 
lo contencioso administrativo: 

 
– Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario.” 

 
(…) 

 
Bajo estas premisas no es posible instar a las partes a un acuerdo conciliatorio, 
pues los asuntos de carácter tributario no son conciliables, conforme a lo 
establecido en la norma en cita. 
 

Así las cosas y teniendo en cuenta que el recurso de apelación fue presentado y 
sustentado dentro de la oportunidad legal, en los términos de los artículos 243 y 
247 C.PA.CA., el despacho procederá a conceder el recurso de apelación 
interpuesto por la apoderada del Municipio de Cali.  
 
En mérito de lo expuesto, este despacho. 
 

RESUELVE 

 

1. CONCÉDESE, el recurso de apelación en el efecto suspensivo ante el 

Honorable Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, de la 

sentencia No. 51 del 9 de julio de 2020, interpuesto por la parte demandada. 
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2. ENVÍESE el expediente a dicha Corporación para que se surta el recurso de 

alzada, dejando las constancias de rigor.   

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
ATV 

 

 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 

Juez 

 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 

DE CALI 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO ELECTRONICO 
 

La suscrita secretaria certifica que la anterior providencia se 
notificó a la (s) parte(s) por anotación en el ESTADO 
ELECTRONICO No. _________, el cual se insertó en los 
medios informáticos de la Rama   Judicial del 
día____________________________ 
 
Se certifica de igual manera que se envió mensaje de datos a 
quienes suministraron su dirección electrónica. 
 
 

PIEDAD PATRICIA PINILLA PINEDA 
Secretaria 

 

 

 

 

 

 



 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
Santiago de Cali,  9  de noviembre de dos mil veinte (2.020) 

 
  

 
 
RADICACIÓN:  

                                       Auto Interlocutorio Nº 1092       
 
76-001-33-33-011-2016-00257-00 

ACCIONANTE: FRANCISCO JAVIER AGUIRRE Y OTROS 
ACCIONADO: MUNICIPIO DE CALI - DAGMA 
ACCIÓN: REPARACIÓN DIRECTA 

 
 

ASUNTO 
 

En audiencia inicial llevada a cabo el 12 de julio de 2019 dentro del presente 
medio de control, se decretó entre otras, la práctica de prueba pericial consistente 
en oficiar a la Universidad del Valle – Facultad de Ingeniería Civil, a fin de que se 
dictamine si las raíces del árbol, especie mamoncillo, que se encuentra ubicado 
en el antejardín de la vivienda localizada en la calle 36 No. 40-06 de Cali, 
identificado con el F.M.I. No. 370-75205 y código único 
76001010011130013000000013, son las generadoras de la inestabilidad del 
terreno donde se encuentra construida y generan la falla estructural. 
 
Para la práctica de la prueba, se concedió el término de 20 días. 
 
El día 26 de febrero de 2020, se celebró audiencia de pruebas en la cual se 
concedió a la parte demandante una última oportunidad para el recaudo de la 
prueba, poniendo de presente que los costos de la experticia quedarán a cargo 
de la parte que solicitó la prueba. 
 
En cumplimiento de lo dispuesto, se libraron los oficios No. 233 y 260 dirigidos a 
la Universidad del Valle a fin de que designe el especialista que realice la 
experticia decretada. 
 
El día 3 de noviembre de 2020, la Universidad del Valle – Escuela de Ingeniería 
Civil y Geométrica, allega al buzón de correo electrónico del despacho, respuesta 
al oficio No. 233, manifestando que se ha designado al Ingeniero Luis Felipe 
Guerrero, para la práctica de la prueba pericial encomendada, además se informa 
que el costo de la pericia asciende a la suma de $ 3.700.000 de pesos, cotización 
que tiene una duración de 30 días y que requieren se cancele de manera 
anticipada. 
 
Al respecto es de advertir que el artículo 234 del C.G.P., aplicable al presente 
proceso por remisión del artículo 218 de la Ley 1437 de 2011, establece la 
procedencia de la prueba pericial de entidades o dependencias oficiales, 
señalando que los gastos necesarios para la práctica de la prueba deben ser 
suministrados a la entidad, pues de lo contrario se prescindirá de la misma. Al 
texto señala la norma:  
 

“ARTÍCULO 234. PERITACIONES DE ENTIDADES Y DEPENDENCIAS 
OFICIALES. Los jueces podrán solicitar, de oficio o a petición de parte los servicios 



de entidades y dependencias oficiales para peritaciones que versen sobre materias 
propias de la actividad de aquellas. Con tal fin las decretará y ordenará librar el 
oficio respectivo para que el director de las mismas designe el funcionario o los 
funcionarios que deben rendir el dictamen.  
 
La contradicción de tales dictámenes se someterá a las reglas establecidas en este 
capítulo.  
 
El dinero para transporte, viáticos u otros gastos necesarios para la práctica de la 
prueba deberá ser suministrado a la entidad dentro de los cinco (5) días siguientes 
a la fecha en que el respectivo director o el juez haya señalado el monto. Cuando 
el director informe al juez que no fue aportada la suma señalada, se prescindirá de 
la prueba.  
 
PARÁGRAFO. En los procesos donde hubiere controversias sobre las 
liquidaciones de créditos de vivienda individual a largo plazo, deberá solicitarse a 
la Superintendencia Financiera de Colombia que mediante peritación realice la 
liquidación de los mismos. De igual manera, emitirá concepto en el que se 
determine si las reliquidaciones de los mencionados créditos fueron realizadas 
correctamente por los establecimientos de crédito y, cuando hubiera lugar a ello, 
efectuar la reliquidación”. 

 
Teniendo en cuenta los requerimientos realizados por la entidad a la cual se le 
encargó la práctica de la prueba pericial, y en aplicación de la norma en comento, 
se pondrá en conocimiento de la parte demandante, el oficio allegado al buzón 
del correo electrónico del despacho el día 3 de noviembre de 2020, a efectos de 
que dentro del término de cinco (5) días disponga la cancelación de los dineros 
requeridos por la Universidad del Valle. 
 
A su vez, la parte que pidió la prueba deberá allegar la constancia de pago, a 
efectos de señalar fecha y hora para la continuación de la audiencia de pruebas 
en la que se escuche la contradicción del peritaje o en su defecto, prescindir de 
la prueba.   
 
En virtud de lo anterior, el JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL 
CIRCUITO DE CALI, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Poner en conocimiento de la parte demandante el oficio allegado al 
buzón del correo electrónico del despacho, por parte de la Universidad del Valle 
el día 3 de noviembre de 2020, a efectos de que disponga la cancelación de los 
dineros requeridos por la entidad. 
 
SEGUNDO: Ordenar  a la parte demandante para que en el término de cinco (5) 
días, cancele el valor dispuesto por la entidad encargada de la práctica de la 
prueba pericial, y una vez cancelado el valor requerido,  allegue el certificado al 
despacho, so pena de prescindir de la prueba conforme lo dispone el artículo 234 
del C.G.P. El termino iniciará a correr una vez quede en firme el presente auto. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

ÁNGELA SOLEDAD JARAMILLO MÉNDEZ 

Juez 



 
 
 
 
 
 

Firmado Por: 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE 
DEL CAUCA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
e1b04285e977810f540893bb7ad3a577bc9e80e26f3bdfd47620265c8b1218e3 

Documento generado en 09/11/2020 03:40:19 p.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 

Santiago de Cali,  9 de noviembre del año dos mil veinte (2020) 
 

                             AUTO INTERLOCUTORIO No. 721 
                                                                              

PROCESO No.   76001-33-33-011-2019-00314-00 
DEMANDANTE:  GLORIA AMPARO RAMIREZ PLATA 
DEMANDADO:   UGPP 
MEDIO DE CONTROL:       NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
 
REF. ADMISORIO 
 
Previo al estudio del asunto de referencia, es necesario señalar que desde el 16 
de marzo del 20201, fueron suspendidos los términos judiciales en todo el país 
atendiendo a la emergencia sanitaria ocasionada por la enfermedad denominada 
COVID-19, catalogada por la Organización Mundial de la Salud-OMS, como una 
pandemia, decisión que fue prorrogada hasta el mes de junio con algunas 
excepciones.  

 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura ordenó el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio 
de 2020 y además dispuso la creación de un  Plan de Digitalización de la Rama 
Judicial, cuyo protocolo fue adoptado a través de la circular CSJC20-27 del 21 
de julio de 2020, además se anunció el Plan de Digitalización de Expedientes el 
cual se previó en dos fases: la primera, de gestión interna que se viene realizando 
con recursos existentes en la Rama Judicial siguiendo los parámetros del 
protocolo y, la segunda, de gestión externa con apoyo de personal experto. 
 
De acuerdo con lo anterior, una vez reanudados los términos judiciales, el 
despacho entró a gestionar de manera interna la digitalización de expedientes a 
fin de utilizar las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la 
gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso conforme lo 
dispone el Decreto Legislativo 806 de 2020, a pesar de no contar con las 
herramientas tecnológicas idóneas para su efectiva realización, cuestión que ha 
retrasado el cumplimiento de las actividades procesales por parte del despacho, 
toda vez que hasta la fecha, en el despacho no se iniciado la ejecución de la 
segunda fase del  Plan de Digitalización de Expedientes; hecha la anterior 
aclaración, el despacho pasa a pronunciarse sobre el siguiente asunto:  
 

I. ASUNTO 
 
1. En el presente proceso el Despacho mediante auto interlocutorio N° 127 
del 29 de enero del 2020, el despacho inadmitió la demanda radicada el día 28 
de noviembre de 2019, advirtiendo que la misma adolecía de defectos formales, 
concediéndole a la parte actora el término de diez (10) día para subsanar.  
 

                                                 
1 ACUERDO PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  
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ADMITE 
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Dentro de dicho término, el apoderado de la parte demandante allega escrito de 
subsanación, del cual se advierte que se corrigieron los yerros anotados en la 
referida providencia, pues se allegaron los actos administrativos demandados 
junto con las correspondientes constancias de notificación (fls. 22 a 42 y 43 a 64), 
acreditándose el requisito establecido en el numeral 1 del artículo 166 del 
CPACA.  
 
De la misma manera se realiza la estimación razonada de la cuantía, 
discriminando su valor conforme a la liquidación oficial y a la sanción por omisión 
impuestas a la demandante, verificándose que la competencia para conocer del 
presente asunto recae en los Juzgados Administrativos, conforme a lo 
establecido en el numeral 6 del artículo 162 del CPACA. 
 
2. Los aspectos procesales de la acción ya fueron analizados en debida 
forma en el auto inadmisorio de la demanda, encontrando que tenemos 
Jurisdicción para conocer del presente asuntó2, y finalmente que la demanda fue 
presentada oportunamente, por lo que la acción no ha caducado.3  

 
Así las cosas, en razón a que la demanda reúne los requisitos formales 
establecidos en la Ley, el Despacho procederá a su admisión, y dispondrá 
imprimirle el trámite previsto en los artículos 179 y ss del C.P.A.C.A, y a emitir las 
respectivas órdenes según el artículo 171 ibídem.  
  
En consecuencia, se DISPONE:  
 
1. ADMITIR la demanda instaurada por GLORIA AMPARO RAMIREZ PLATA, 
contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, en 
ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del derecho. 
 
2. NOTIFICAR personalmente mediante mensaje dirigido al buzón electrónico 
para notificaciones judiciales en la forma y términos indicados en el artículo 8 del 
Decreto Legislativo 806 de 2020, mensaje que contendrá copia de esta 
providencia y de la demanda a los siguientes destinatarios:  

 
2.1. Al representante de la entidad demandada UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - 
UGPP (Art.159 C.P.A.C.A), o a quien hayan delegado la facultad de recibir 
notificaciones judiciales. 
 
2.2. Al   Agente   del   MINISTERIO   PÚBLICO   delegado   este Juzgado 
Administrativo. 
 
2.3. Al Director de la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA 
DEL ESTADO (Art.159 C.P.A.C.A), o a quien éste haya delegado la 
facultad de recibir notificaciones judiciales. 
 
La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos 
días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a 
correr a partir del día siguiente al de la notificación.  

 

                                                 
2 Art. 104, Ley 1437 de 2011. 
3 Art. 164, Ley 1437 de 2011. 
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3. CORRER traslado de la demanda a las entidades accionadas UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, al MINISTERIO 
PÚBLICO y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL 
ESTADO, por el término de 30 días, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 172 del C.P.A.C.A, plazo que comenzará a correr conforme se determina 
en el artículo 199 ibídem modificado por el artículo 612 del C.G.P.  

 
La copia de la demanda y los anexos que deban entregarse para el traslado se 
enviarán por Secretaría por el medio señalado en el numeral anterior, de 
conformidad con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 
 
4. PREVÉNGASE a la entidad accionada para que con la contestación de la 
demanda le dé cumplimiento al parágrafo 1 del artículo 175 del C.P.A.C.A, y 
allegue el expediente administrativo completo que contenga los antecedentes del 
acto acusado. Lo anterior deberá remitirse a través de mensaje de datos a los 
canales digitales habilitados por el demandante y el Despacho, teniendo en 
cuenta lo regulado por el Decreto 806 de 2020 
 
5. Notifíquese el presente proveído al actor por estado electrónico, mediante 
inserción de esta providencia en el estado, según lo dispone el artículo 9 del 
Decreto 806 de 2020. 
 
6. GASTOS PROCESALES. El Despacho se abstiene de fijar gastos procesales 
por cuanto todas las diligencias dentro del presente medio de control deben 
adelantarse a través de los diferentes medios tecnológicos y canales digitales 
habilitados para efectos del proceso. Decreto 806 de 2020. 
 
7. La personería del apoderado de la parte demandante ya fue reconocida en 
auto del 29 de enero de 2020. (Fls. 17-18) 
 
 

NOTIFÍQUESE  y  CÚMPLASE, 
 
  
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez  

 
 

 
 
 
 
 
 
  
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  
JUEZ  
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JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE 
DEL CAUCA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
adbf672b7e1c6afbe12110f325877aaba829e72c8ee0ad29e194bc36781cedc2 

Documento generado en 09/11/2020 03:39:59 p.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 

Santiago de Cali, 9 de noviembre del año dos mil veinte (2020) 
 

                             AUTO INTERLOCUTORIO No. 722 
                                                                              

PROCESO No.   76001-33-33-011-2019-00347-00 
DEMANDANTE:  JOSÉ ALEXANDER MOJICA MESA 
DEMANDADO:   NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 

NACIONAL 
MEDIO DE CONTROL:       NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
 
REF. ADMISORIO 
 
Previo al estudio del asunto de referencia, es necesario señalar que desde el 16 
de marzo del 20201, fueron suspendidos los términos judiciales en todo el país 
atendiendo a la emergencia sanitaria ocasionada por la enfermedad denominada 
COVID-19, catalogada por la Organización Mundial de la Salud-OMS, como una 
pandemia, decisión que fue prorrogada hasta el mes de junio con algunas 
excepciones.  

 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura ordenó el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio 
de 2020 y además dispuso la creación de un  Plan de Digitalización de la Rama 
Judicial, cuyo protocolo fue adoptado a través de la circular CSJC20-27 del 21 
de julio de 2020, además se anunció el Plan de Digitalización de Expedientes el 
cual se previó en dos fases: la primera, de gestión interna que se viene realizando 
con recursos existentes en la Rama Judicial siguiendo los parámetros del 
protocolo y, la segunda, de gestión externa con apoyo de personal experto. 
 
De acuerdo con lo anterior, una vez reanudados los términos judiciales, el 
despacho entró a gestionar de manera interna la digitalización de expedientes a 
fin de utilizar las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la 
gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso conforme lo 
dispone el Decreto Legislativo 806 de 2020, a pesar de no contar con las 
herramientas tecnológicas idóneas para su efectiva realización, cuestión que ha 
retrasado el cumplimiento de las actividades procesales por parte del despacho, 
toda vez que hasta la fecha, en el despacho no se iniciado la ejecución de la 
segunda fase del  Plan de Digitalización de Expedientes; hecha la anterior 
aclaración, el despacho pasa a pronunciarse sobre el siguiente asunto:  
 

I. ASUNTO 
 
1. En el presente proceso el Despacho mediante auto interlocutorio N° 154 
del 31 de enero del 2020, inadmitió la demanda radicada el día 19 de diciembre 
de 2019, advirtiendo que la misma adolecía de defectos formales, concediéndole 
a la parte actora el término de diez (10) día para subsanar.  
 

                                                 
1 ACUERDO PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  
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Dentro de dicho término, la apoderada de la parte demandante allega escrito de 
subsanación, del cual se advierte que se corrigieron los yerros anotados en la 
referida providencia, pues se determinó la cuantía en forma adecuada (fls. 332 a 
334), acreditándose el requisito establecido en el artículo 157 y el numeral 6 del 
artículo 162 del CPACA.  
 
De la misma manera se informa la dirección la dirección en donde recibirá 
notificaciones el demandante, conforme a lo establecido en el numeral 7 del 
artículo 162 del CPACA. 
 
2. Los aspectos procesales de la acción ya fueron analizados en debida 
forma en el auto inadmisorio de la demanda, encontrando que tenemos 
Jurisdicción para conocer del presente asuntó2, que se cumple con los requisitos 
de procedibilidad y finalmente que la demanda fue presentada oportunamente, 
por lo que la acción no ha caducado.3  

 
Así las cosas, en razón a que la demanda reúne los requisitos formales 
establecidos en la Ley, el Despacho procederá a su admisión, y dispondrá 
imprimirle el trámite previsto en los artículos 179 y ss del C.P.A.C.A, y a emitir las 
respectivas órdenes según el artículo 171 ibídem.  
  
En consecuencia, se DISPONE:  
 
1. ADMITIR la demanda instaurada por JOSÉ ALEXANDER MOJICA MESA, 
contra la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, en 
ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del derecho. 
 
2. NOTIFICAR personalmente mediante mensaje dirigido al buzón electrónico 
para notificaciones judiciales en la forma y términos indicados en el artículo  8 del 
Decreto Legislativo 806 de 2020, mensaje que contendrá copia de esta 
providencia y de la demanda a los siguientes destinatarios:  
 

2.1. Al representante de la entidad demandada NACIÓN – MINISTERIO DE 
DEFENSA – POLICÍA NACIONAL (Art.159 C.P.A.C.A), o a quien hayan 
delegado la facultad de recibir notificaciones judiciales. 
 
2.2. Al   Agente   del   MINISTERIO   PÚBLICO   delegado   este Juzgado 
Administrativo. 
 
2.3. Al Director de la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA 
DEL ESTADO (Art.159 C.P.A.C.A), o a quien éste haya delegado la 
facultad de recibir notificaciones judiciales. 
 
La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos 
días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a 
correr a partir del día siguiente al de la notificación.  

 
3. CORRER traslado de la demanda a las entidades accionadas NACIÓN – 
MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, al MINISTERIO PÚBLICO y 
a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, por el 
término de 30 días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 del 
C.P.A.C.A, plazo que comenzará a correr conforme se determina en el artículo 
199 ibídem modificado por el artículo 612 del C.G.P.  

                                                 
2 Art. 104, Ley 1437 de 2011. 
3 Art. 164, Ley 1437 de 2011. 
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La copia de la demanda y los anexos que deban entregarse para el traslado se 
enviarán por Secretaría por el medio señalado en el numeral anterior, de 
conformidad con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 
 
4. PREVÉNGASE a la entidad accionada para que con la contestación de la 
demanda le dé cumplimiento al parágrafo 1 del artículo 175 del C.P.A.C.A, y 
allegue el expediente administrativo completo que contenga los antecedentes del 
acto acusado. Lo anterior deberá remitirse a través de mensaje de datos a los 
canales digitales habilitados por el demandante y el Despacho, teniendo en 
cuenta lo regulado por el Decreto 806 de 2020 
 
5. . Notifíquese el presente proveído al actor por estado electrónico, mediante 
inserción de esta providencia en el estado, según lo dispone el artículo 9 del 
Decreto 806 de 2020. 
 
6. GASTOS PROCESALES. El Despacho se abstiene de fijar gastos procesales 
por cuanto todas las diligencias dentro del presente medio de control deben 
adelantarse a través de los diferentes medios tecnológicos y canales digitales 
habilitados para efectos del proceso. Decreto 806 de 2020. 
 
7. La personería de la apoderada de la parte demandante ya fue reconocida en 
auto del 31 de enero de 2020. (Fls. 329-330) 
 
 

NOTIFÍQUESE  y  CÚMPLASE, 
 
  
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez  

 
 
 
 

Firmado Por: 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE 
DEL CAUCA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
fa2fec8cbc946d8e7a951361a0e1f05b864c9560516fd0706337d878fa009c91 

Documento generado en 09/11/2020 03:40:02 p.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 
 

Santiago de Cali, 9 de noviembre de dos mil veinte (2020). 
 

 
                             AUTO INTERLOCUTORIO No. 723 

                                                                              
PROCESO No.   76001-33-33-011-2020-00041  
DEMANDANTE: EDILMA COLORADO DE ARCILA 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – FOMAG y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE 
CALI 

MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                              
 
REF. ADMISORIO 
 

Previo al estudio del asunto de referencia, es necesario señalar que desde el 16 
de marzo del 20201, fueron suspendidos los términos judiciales en todo el país 
atendiendo a la emergencia sanitaria ocasionada por la enfermedad denominada 
COVID-19, catalogada por la Organización Mundial de la Salud-OMS, como una 
pandemia, decisión que fue prorrogada hasta el mes de junio con algunas 
excepciones.  

 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura ordenó el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio 
de 2020 y además dispuso la creación de un  Plan de Digitalización de la Rama 
Judicial, cuyo protocolo fue adoptado a través de la circular CSJC20-27 del 21 
de julio de 2020, además se anunció el Plan de Digitalización de Expedientes el 
cual se previó en dos fases: la primera, de gestión interna que se viene realizando 
con recursos existentes en la Rama Judicial siguiendo los parámetros del 
protocolo y, la segunda, de gestión externa con apoyo de personal experto. 
 
De acuerdo con lo anterior, una vez reanudados los términos judiciales, el 
despacho entró a gestionar de manera interna la digitalización de expedientes a 
fin de utilizar las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la 
gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso conforme lo 
dispone el Decreto Legislativo 806 de 2020, a pesar de no contar con las 
herramientas tecnológicas idóneas para su efectiva realización, cuestión que ha 
retrasado el cumplimiento de las actividades procesales por parte del despacho, 
toda vez que hasta la fecha, en el despacho no se iniciado la ejecución de la 
segunda fase del  Plan de Digitalización de Expedientes; hecha la anterior 
aclaración, el despacho pasa a pronunciarse sobre el siguiente asunto:  
 

I. ASUNTO 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, corresponde 
al Despacho decidir sobre la admisión de la demanda radicada el día 27 de febrero de 
2020 en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO, dirigida a obtener la nulidad del acto administrativo complejo denominado 

                                                 
1 ACUERDO PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  
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Resolución No. 4143.010.21.0.06995 del 25 de septiembre de 2019, notificado el día 11 
de octubre de 2019, “Por medio de la cual se corrige la Resolución No. 
4143.010.21.0.00626 del 31 de enero de 2019”, y la Resolución No. 
4143.010.21.0.00626 del 31 de enero de 2019, “POR MEDIO DE LA CUAL EL FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO NIEGA EL PAGO DE 
CESANTÍAS DEFINITIVAS A BENEFICIARIOS”, expedido por la SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 

1. Jurisdicción2: Revisada la demanda se tiene que ésta jurisdicción es 
competente para conocer del asunto, como quiera que el litigio se encuentra 
originado en un acto administrativo expedido por una entidad pública, relativo a 
la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la 
seguridad social de los mismos, administrado por una persona de derecho 
público.   
 

2. Competencia3: Igualmente, se considera que este juzgado es competente, dado 
que se trata de un asunto de carácter laboral, que no proviene de un contrato de 
trabajo, en la cual se controvierte un acto administrativo cuya cuantía fue 
estimada en VEINTISÉIS MILLONES SETECIENTOS CATORCE MIL 
SEISCIENTOS SETENTA Y SEIS PESOS ($26.714.676.oo), la cual no excede 
de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes4 , y el último lugar 
donde se prestaron o debieron prestarse los servicios corresponde al municipio 
de Cali (V).  
 

3. Requisitos de procedibilidad5: Se cumplió con el requisito de procedibilidad 
como es la conciliación extrajudicial, conforme constancia visible a folio 37. 
Respecto al requisito de procedibilidad de agotar previamente el recurso 
obligatorio frente al acto demandado, el despacho advierte que frente a los actos 
administrativos demandados, conforme se desprende de ellos (fl. 32 a 35), 
únicamente procedía el recurso de reposición, el cual no es obligatorio 
interponerlo para acceder a la jurisdicción.   
 

4. Caducidad6: La demanda fue presentada en forma oportuna, el día 27 de febrero 
de 2020, Lo anterior teniendo en cuenta que la Resolución No. 
4143.010.21.0.06995 del 25 de septiembre de 2019, mediante la cual se corrige 
la Resolución 4143.010.21.0.00626 de 2019, fue notificada el día 11 de octubre 
de 2019, iniciando a correr el término de 4 meses, mismo que fue interrumpido 
por la radicación de la solicitud de conciliación prejudicial el día 18 de diciembre 
de 2019 ante el Ministerio Público hasta el  día 24 de febrero de 2020, fecha en 
la cual se emitió la respectiva constancia de tramite conciliatorio fallido.  
 

5. Requisitos de la demanda7:  
 

 La demanda cumple con la designación de las partes y sus 
representantes. 

 Las pretensiones son congruentes con el tipo de medio de control. 

 Los actos administrativos demandados fueron individualizados. 

 Existe una relación adecuada de los hechos y/o omisiones que 
fundamentan la demanda (determinados, clasificados y numerados). 

 Se indicaron las normas violadas y el concepto de violación. 

 Se solicitaron pruebas. 

 Se realizó una estimación razonada de la cuantía. 

 Se estableció la dirección de las partes y del apoderado donde recibirán 
notificaciones. 

                                                 
2 Art. 104, Ley 1437 de 2011. 
3 Num. 2, Art. 155 y Num. 3, Art. 156 Ley  1437 de 2011. 
4 $43.890.150. 
5 Art. 161, ley 1437 de 2011.  
6 Art. 164, Ley 1437 de 2011. 
7 Art. 162 conocordantes con los artículos 159, 163,165,166 y 167 de la Ley 1437 de 2011.  
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6. Anexos: Se allegó con la demanda la copia de la misma y los anexos para 

notificación de las partes y el Ministerio Público, así como el poder para actuar 
visible a folio 15, el cual faculta al apoderado, siendo concordante su objeto con 
la demanda.  
 

 
Así las cosas, en razón a que la demanda reúne los requisitos formales establecidos en 
la Ley, el Despacho procederá a su admisión, y dispondrá imprimirle el trámite previsto 
en los artículos 179 y ss del C.P.A.C.A, y a emitir las respectivas órdenes según el 
artículo 171 ibídem. 
 
En consecuencia, se DISPONE:  
 
 
1. ADMITIR la demanda instaurada por la señora EDILMA COLORADO DE ARCILA en 
contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
 

2. NOTIFICAR personalmente mediante mensaje dirigido al buzón electrónico 
para notificaciones judiciales en la forma y términos indicados en el artículo  8 del 
Decreto Legislativo 806 de 2020, mensaje que contendrá copia de esta 
providencia y de la demanda a los siguientes destinatarios:  
 

2.1. A los representantes de las entidades demandadas LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI (Art.159 C.P.A.C.A), o a 
quienes éstas hayan delegado la facultad de recibir notificaciones judiciales. 
 

            2.2. Al   Agente   del   MINISTERIO   PÚBLICO   delegado ante este Juzgado  
 Administrativo.    

 
2.3. Al Director de la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL 
ESTADO (Art.159 C.P.A.C.A), o a quien éste haya delegado la facultad de recibir 
notificaciones judiciales. 

 
La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos 
días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a 
correr a partir del día siguiente al de la notificación.  

 
3. CORRER traslado de la demanda a las entidades accionadas LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, al MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, por el término de 30 días, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 del C.P.A.C.A, plazo que comenzará a 
correr conforme se determina en el artículo 199 ibídem modificado por el artículo 612 del 
C.G.P.  

 

La copia de la demanda y los anexos que deban entregarse para el traslado se 
enviarán por Secretaría por el medio señalado en el numeral anterior, de 
conformidad con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

 
4. PREVÉNGASE a las entidades accionadas para que con la contestación de la 
demanda le den cumplimiento al parágrafo 1 del artículo 175 del C.P.A.C.A, y allegue el 
expediente administrativo completo que contenga los antecedentes del acto acusado. Lo 
anterior deberá remitirse a través de mensaje de datos a los canales digitales habilitados 
por el demandante y el Despacho, teniendo en cuenta lo regulado por el Decreto 806 de 
2020 
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5. Notifíquese el presente proveído al actor por estado electrónico, mediante 
inserción de esta providencia en el estado, según lo dispone el artículo 9 del 
Decreto 806 de 2020. 
 
6. GASTOS PROCESALES. El Despacho se abstiene de fijar gastos procesales por 
cuanto todas las diligencias dentro del presente medio de control deben adelantarse a 
través de los diferentes medios tecnológicos y canales digitales habilitados para efectos 
del proceso. Decreto 806 de 2020. 
 
7. RECONOCER PERSONERIA para actuar al abogado ANDRES FELIPE GARCIA 
TORRES, identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.075.219.980 de Neiva (H) y 
portador de la T.P. No. 180.467 del C. S. de la Judicatura, de conformidad con el 
memorial poder visible a folio 15 del expediente. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 
  
 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez  11 Administrativa de Cali  

 

 
 

 

 
 

Firmado Por: 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE DEL 
CAUCA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
70657229d068023e6bea7b2ffa22f0ad31dc81fd047fad603847586ba05871b9 

Documento generado en 09/11/2020 03:40:04 p.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  

 

Santiago de Cali, nueve (9) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

                                                                             Auto Interlocutorio No. 1096 

 

PROCESO No.   76001-33-33-011-2020-00041  
DEMANDANTE: EDILMA COLORADO DE ARCILA 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG y 
MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                              
 

Ref. Auto corre traslado medida cautelar.  

 

 

Dentro del presente medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, la 

parte actora solicitó medida cautelar visible a folio 2 de la demanda y de la cual se 

formó cuaderno separado. 

 

Al respecto el artículo 233 del CPACA, establece el procedimiento para la adopción 
de las medidas cautelares, en el cual determina que el Juez al admitir la demanda, 
en auto separado, ordenará correr traslado de la solicitud de medida cautelar para 
que el demandado se pronuncie sobre ella en escrito separado dentro del término 
de cinco (5) días, plazo que correrá en forma independiente al de la contestación de 
la demanda. 
 
Esta decisión, que se notificará simultáneamente con el auto admisorio de la 
demanda, no será objeto de recursos. 
 

En consecuencia, el Despacho dando aplicación a lo dispuesto en el Artículo 233 

del CPACA,  

 

DISPONE: 

 

Ordenar CORRER traslado a la entidad demandada de la solicitud de la medida 

cautelar para que se pronuncie sobre ella dentro del término de cinco (5) días.   

 

NOTIFÍQUESE  y  CÚMPLASE, 
 

  

   

ÁNGELA SOLEDAD JARAMILLO MÉNDEZ 

Juez  
 



Expediente No. 2020-00041 
Corre traslado medida cautelar 

2 
 

 

 

Firmado Por: 

 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  

JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE DEL 

CAUCA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 

Santiago de Cali, 9 de noviembre de del año dos mil veinte (2020) 
 

                             AUTO INTERLOCUTORIO No. 706                                                                              
 
PROCESO No.   76001-33-33-011-2020-00046-00 
DEMANDANTE: DELFIRA SERNA MANRIQUE Y OTROS 
DEMANDADO:  INPEC y NACIÓN – RAMA JUDICIAL 
MEDIO DE CONTROL:      REPARACION DIRECTA 
 
REF. INADMISIÓN 

 
I. ASUNTO 

 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, corresponde 
al Despacho decidir sobre la admisión de la demanda en ejercicio del medio de control 
de REPARACION DIRECTA, dirigida a que se declare que las entidades demandas son 
patrimonialmente responsables por los daños y perjuicios acaecidos con la muerte del 
señor HAMER ARLEY CASTRO YELA, ocurrida el día 3 de febrero de 2018, producto 
de múltiples impactos de proyectil de arma de fuego. 
 

1. Jurisdicción1: Revisada la demanda se tiene que ésta jurisdicción es 
competente para conocer del asunto, como quiera que se reclama la 
responsabilidad extracontractual de una entidad pública. 
  

2. Competencia2: Igualmente, se considera que este juzgado es competente, dado 
que se trata del medio de control de reparación directa, cuya  cuantía fue 
estimada en $248.740.000.oo correspondiente a la pretensión mayor, la cual no 

excede de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes3, y el 

lugar donde se produjeron los hechos, las omisiones o las operaciones 
administrativas, corresponde al municipio de Palmira - Valle. 
 

3. Requisitos de procedibilidad4: Se cumplió con el requisito de procedibilidad del 
medio de control de reparación directa, como es la conciliación extrajudicial, 
conforme constancia visible a folio 21. 
 

4. Caducidad5: La muerte del señor HAMER ARLEY CASTRO YELA, ocurrió el día 
3 de febrero de 2018, iniciando a correr al día siguiente el término de dos años, 
con los que cuenta el actor para interponer el medio de control de reparación 
directa, dicho término fue interrumpido con la presentación de solicitud de 
conciliación el día 4 de febrero de 2020, la cual correspondió a la Procuraduría 
20 Judicial II para asuntos administrativos, suspendiéndose en termino de 
caducidad hasta la fecha en que el mencionado ente expidió la respectiva 
constancia de trámite conciliatorio fallido el día 2 de marzo de 2020, mismo día 
en el cual se radicó la demanda en oficina judicial. En consecuencia, el presente 
medio de control se encuentra dentro de los términos que establece la ley. 
 
 
 

                                                 
1 Art. 104, Ley 1437 de 2011. 
2 Num. 6, Art. 155 y Num. 6, Art. 156 Ley 1437 de 2011. 
3 $438.901.000 
4 Art. 161, ley 1437 de 2011.  
5 Art. 164, Ley 1437 de 2011. 
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5. Requisitos de la demanda6:  
 

 La demanda cumple con la designación de las partes y sus 
representantes. 

 Las pretensiones son congruentes con el tipo de medio de control. 

 Existe una relación adecuada de los hechos y/o omisiones que 
fundamentan la demanda (determinados, clasificados y numerados). 

 Se solicitaron pruebas. 

 Se estableció la dirección de las partes y del apoderado donde recibirán 
notificaciones. 

 No se realizó una estimación razonada de la cuantía en debida forma. 
 

6. Anexos: Se allegó con la demanda copia de la misma y los anexos para 
notificación de las partes y el Ministerio Público. Sin embargo, no se allega 
con la demanda poder conferido en debida forma al profesional en derecho para 
la interposición del presente medio de control. 
 

Así las cosas, en razón a que la demanda no reúne los requisitos formales establecidos 
en la Ley, el Despacho procederá a su inadmisión de conformidad con lo previsto en el 
artículo 170 del C.P.A.C.A, advirtiendo que: 
 

1. No se realizó una estimación razonada de la cuantía en debida forma. 
 
Al respecto el artículo 157 del CPACA y el numeral 6° del artículo 162 ibídem, indican:  
 
“Artículo 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. Para efectos de 
competencia, cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa 
impuesta o de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor 
en la demanda, sin que en ello pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
morales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. En asuntos de 
carácter tributario, la cuantía se establecerá por el valor de la suma discutida por 
concepto de impuestos, tasas, contribuciones y sanciones. Para los efectos aquí 
contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la cuantía se 
determinará por el valor de la pretensión mayor. En las acciones de nulidad y 
restablecimiento del derecho no podrá prescindirse de la estimación razonada de la 
cuantía, so pretexto de renunciar al restablecimiento. La cuantía se determinará por el 
valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, sin tomar en cuenta los frutos, 
intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios, que se causen con 
posterioridad a la presentación de aquella. Cuando se reclame el pago de 
prestaciones periódicas de término indefinido, como pensiones, la cuantía se 
determinará por el valor de lo que se pretenda por tal concepto desde cuando se 
causaron y hasta la presentación de la demanda, sin pasar de tres (3) años.” (Negrilla 
fuera de texto) 
 
“Artículo 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá dirigirse a quien 
sea competente y contendrá: (…) 6. La estimación razonada de la cuantía, cuando sea 
necesaria para determinar la competencia…” 
 
De la revisión del expediente, advierte el Despacho que en el escrito de la demanda se 
fija como cuantía la suma de $ 248.740.000, determinando que dicha cantidad 
corresponde a la pretensión de mayor valor. 
 
Dicha pretensión se encuentra dentro de los daños materiales, solicitándose “Para 
DELFIRA SERNA MANRIQUE (Cónyuge): desde el día 04 de febrero del año 2020, 
hasta el día en que su hija menor cumple los 25 años de edad, es decir el 27 de diciembre 
del año 2035, (190 meses 23 días) la suma de $83.790.000; más desde ese día, hasta 
la fecha probable de vida de Hamer (71) años, es decir 187 meses 24 días: 

                                                 
6 Art. 162 concordantes con los artículos 159, 163,165,166 y 167 de la Ley 1437 de 2011.  
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$164.950.000. Para un total de $248.740.000. Lo anterior con base en el acrecimiento 
de la cuota parte de los hijos.” 
 
Teniendo en cuenta las normas arriba citadas, es claro que, para determinar la cuantía 
dentro de un asunto, se tendrán en cuenta los perjuicios causados al momento de la 
demanda, lo que excluye los perjuicios que tengan el carácter de futuros o lo que es lo 
mismo, los que se causen con posterioridad a la presentación de la demanda tales como 
lucro cesante futuro, y otros semejantes, en consecuencia, la parte demandante incurre 
en error al calcular los perjuicios materiales reclamados, proyectando valores, que se 
calculan hasta el cumplimiento de la mayoría de edad de la hija menor del señor HAMER 
CASTRO, o sea hasta el año 2035, al igual que suma valores proyectados con el 
promedio de vida probable del difunto en mención, calculo que se convierte en la 
pretensión de mayor valor. 
 
Así las cosas, el actor no realizó la determinación de la cuantía conforme a los 
lineamientos que establece el CPACA, por ende, deberá subsanar dicha falencia. 
 
 

2. No se allega con la demanda poder conferido en debida forma al profesional en 
derecho para la interposición del presente medio de control. 

 
El artículo 160 del CPACA, establece: “Quienes comparezcan al proceso deberán 
hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los casos en que la ley permita su 
intervención directa. (…)” 
 
Igualmente, el CGP establece en su artículo 73 que: “Las personas que hayan de 
comparecer al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado legalmente 
autorizado, (…)” 
 
En el presente asunto, se tiene que, dentro de los anexos de la demanda no se allegó el 
respectivo memorial poder que faculte al profesional del derecho para ejercer a nombre 
de los demandantes el medio de control impetrado y representar sus intereses. En tal 
sentido, deberá subsanar esta falencia e incorporar al expediente el respectivo poder.    
 
 
En consecuencia, se DISPONE:  
 

1. INADMITIR la presente demanda instaurada por la señora DELFIRA SERNA 
MANRIQUE Y OTROS contra la NACIÓN – INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO 
Y CARCELARIO (INPEC) Y LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL, a fin de que se 
subsanen los defectos que fuero expuestos.  
 

2. Se le concede para ello el término de diez (10) días so pena de rechazar la demanda 

(art. 170 CPACA). 

 

 

 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

 
 
 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez 

 
 
 
 
JMC 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 
 

Santiago de Cali, 9 de noviembre de dos mil veinte (2020). 
 

 
                             AUTO INTERLOCUTORIO No. 

724 
                                                                              

PROCESO No.   76001-33-33-011-2020-00043  
DEMANDANTE: MARIELA FIGUEROA DE BORRERO 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – FOMAG y DEPARTAMENTO DEL VALLE 
– SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                              
 
REF. ADMISORIO 
 
Previo al estudio del asunto de referencia, es necesario señalar que desde el 16 
de marzo del 20201, fueron suspendidos los términos judiciales en todo el país 
atendiendo a la emergencia sanitaria ocasionada por la enfermedad denominada 
COVID-19, catalogada por la Organización Mundial de la Salud-OMS, como una 
pandemia, decisión que fue prorrogada hasta el mes de junio con algunas 
excepciones.  

 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura ordenó el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio 
de 2020 y además dispuso la creación de un  Plan de Digitalización de la Rama 
Judicial, cuyo protocolo fue adoptado a través de la circular CSJC20-27 del 21 
de julio de 2020, además se anunció el Plan de Digitalización de Expedientes el 
cual se previó en dos fases: la primera, de gestión interna que se viene realizando 
con recursos existentes en la Rama Judicial siguiendo los parámetros del 
protocolo y, la segunda, de gestión externa con apoyo de personal experto. 
 
De acuerdo con lo anterior, una vez reanudados los términos judiciales, el 
despacho entró a gestionar de manera interna la digitalización de expedientes a 
fin de utilizar las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la 
gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso conforme lo 
dispone el Decreto Legislativo 806 de 2020, a pesar de no contar con las 
herramientas tecnológicas idóneas para su efectiva realización, cuestión que ha 
retrasado el cumplimiento de las actividades procesales por parte del despacho, 
toda vez que hasta la fecha, en el despacho no se iniciado la ejecución de la 
segunda fase del  Plan de Digitalización de Expedientes; hecha la anterior 
aclaración, el despacho pasa a pronunciarse sobre el siguiente asunto:  
 

I. ASUNTO 
 

                                                 
1 ACUERDO PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  



76001-33-33-011-2020-00043   -00 
ADMITE 

 
 

 2 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, 
corresponde al Despacho decidir sobre la admisión de la demanda radicada el 
día 2 de marzo de 2020, en ejercicio  del medio de control de NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, dirigida a desvirtuar la legalidad del acto 
ficto o presunto derivado del silencio administrativo negativo configurado con 
ocasión a la petición elevada ante el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio – Departamento del Valle – Secretaría de Educación el día 17 de 
julio de 2018, mediante la cual la demandante solicitó que su mesada pensional 
sea pagada y reajustada anualmente con base a los ordenamientos consignados 
en el numeral 5º del artículo 8º de la Ley 91 de 1989 y en el artículo 1º de la Ley 
71 de 1988, respectivamente; y consecuencialmente, la devolución de los dineros 
superiores al 5% descontados por concepto de E.P.S. de su mesada pensional, 
incluidas las mesadas pensionales de junio y diciembre y que el ajuste anual de 
la pensión sea en la misma proporción en que se incrementa el salario mínimo 
legal mensual y no con base en al porcentaje del I.P.C., reportado por el DANE. 
 
 

1. Jurisdicción2: Revisada la demanda se tiene que ésta jurisdicción es 
competente para conocer del asunto, como quiera que el litigio se 
encuentra originado en un acto administrativo expedido por una entidad 
pública, relativo a la relación legal y reglamentaria entre los servidores 
públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, administrado por 
una persona de derecho público.   
 

2. Competencia3: Igualmente, se considera que este juzgado es 
competente, dado que se trata de un asunto de carácter laboral, que no 
proviene de un contrato de trabajo, en la cual se controvierte un acto 
administrativo cuya cuantía fue estimada en once millones setecientos 
sesenta y ocho mil doscientos setenta y tres pesos ($11.768.273.oo), la 
cual no excede de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes4 , y el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios por parte de la demandante corresponde al municipio de 
Jamundí (V).  
 

3. Requisitos de procedibilidad5: Como el asunto versa sobre la legalidad 
de un derecho laboral, de carácter cierto e indiscutible como son las 
pensiones, la controversia se suscita frente a un derecho imperativo y no 
frente a uno de carácter dispositivo, por lo que no le es exigible la 
conciliación como requisito previo para demandar.  
 
Respecto al requisito de procedibilidad de agotar previamente el recurso 
obligatorio frente al acto demandado, el despacho advierte que tratándose 
de un acto producto del silencio negativo de la administración, la 
demandante bien puede acudir directamente a demandar el acto presunto.   
 

4. Caducidad6: En consideración a que el conflicto se origina en un acto 
administrativo producto del silencio administrativo, la demanda puede ser 
presentada en cualquier tiempo.  
 

5. Requisitos de la demanda7:  

                                                 
2 Art. 104, Ley 1437 de 2011. 
3 Num. 2, Art. 155 y Num. 3, Art. 156 Ley  1437 de 2011. 
4 $43.890.150. 
5 Art. 161, ley 1437 de 2011.  
6 Art. 164, Ley 1437 de 2011. 
7 Art. 162 conocordantes con los artículos 159, 163,165,166 y 167 de la Ley 1437 de 2011.  
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 La demanda cumple con la designación de las partes y sus 
representantes. 

 Las pretensiones son congruentes con el tipo de medio de control. 

 El acto administrativo demandado fue individualizado. 

 Existe una relación adecuada de los hechos y/o omisiones que 
fundamentan la demanda (determinados, clasificados y 
numerados). 

 Se indicaron las normas violadas y el concepto de violación. 

 Se solicitaron pruebas. 

 Se realizó una estimación razonada de la cuantía. 

 Se estableció la dirección de las partes y del apoderado donde 
recibirán notificaciones.  
 

6. Anexos: Se allegó con la demanda la solicitud de fecha 17 de julio de 2018, 
dirigida a las entidades demandadas, que dio origen al acto administrativo ficto o 
presunto, como resultado del silencio negativo de la administración, visible a 
folios 26 a 27. Igualmente fue presentado con la demanda la copia de la misma 
y los anexos para notificación de las partes y el Ministerio Público, así como el 
poder para actuar visible a folio 23, el cual faculta al apoderado, siendo 
concordante su objeto con la demanda. 

 
Así las cosas, en razón a que la demanda reúne los requisitos formales 
establecidos en la Ley, el Despacho procederá a su admisión, y dispondrá 
imprimirle el trámite previsto en los artículos 179 y ss del C.P.A.C.A, y a emitir las 
respectivas órdenes según el artículo 171 ibídem. 
  
En consecuencia, se DISPONE:  
 
 
1. ADMITIR la demanda instaurada por la señora MARIELA FIGUEROA DE 
BORRERO en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES y EL DEPARTAMENTO 
DEL VALLE – SECRETARIA DE EDUCACIÓN, en ejercicio del medio de control 
de Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
 
2. NOTIFICAR personalmente mediante mensaje dirigido al buzón electrónico 
para notificaciones judiciales en la forma y términos indicados en el artículo  8 del 
Decreto Legislativo 806 de 2020, mensaje que contendrá copia de esta 
providencia y de la demanda a los siguientes destinatarios:  
 

2.1. A los representantes de las entidades demandadas LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES y el DEPARTAMENTO DEL VALLE – 
SECRETARIA DE EDUCACIÓN (Art.159 C.P.A.C.A), o a quienes éstas 
hayan delegado la facultad de recibir notificaciones judiciales. 
 

            2.2. Al   Agente   del   MINISTERIO   PÚBLICO   delegado ante este  
           Juzgado Administrativo.    

 
2.3. Al Director de la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA 
DEL ESTADO (Art.159 C.P.A.C.A), o a quien éste haya delegado la 
facultad de recibir notificaciones judiciales. 
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La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos 

días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a 

correr a partir del día siguiente al de la notificación.  

 
3. CORRER traslado de la demanda a las entidades accionadas LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES y el DEPARTAMENTO DEL VALLE – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN, al MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA NACIONAL DE 
DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, por el término de 30 días, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 172 del C.P.A.C.A, plazo que comenzará a correr 
conforme se determina en el artículo 199 ibídem modificado por el artículo 612 
del C.G.P.  
 
La copia de la demanda y los anexos que deban entregarse para el traslado se 

enviarán por Secretaría por el medio señalado en el numeral anterior, de 

conformidad con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

 
4. PREVÉNGASE a las entidades accionadas para que con la contestación de la 
demanda le den cumplimiento al parágrafo 1 del artículo 175 del C.P.A.C.A, y 
allegue el expediente administrativo completo que contenga los antecedentes del 
acto acusado. Lo anterior deberá remitirse a través de mensaje de datos a los 
canales digitales habilitados por el demandante y el Despacho, teniendo en 
cuenta lo regulado por el Decreto 806 de 2020 
 
5. Notifíquese el presente proveído al actor por estado electrónico, mediante 

inserción de esta providencia en el estado, según lo dispone el artículo 9 del 

Decreto 806 de 2020. 

 
6. GASTOS PROCESALES El Despacho se abstiene de fijar gastos procesales 
por cuanto todas las diligencias dentro del presente medio de control deben 
adelantarse a través de los diferentes medios tecnológicos y canales digitales 
habilitados para efectos del proceso. Decreto 806 de 2020. 
 
7. RECONOCER PERSONERIA para actuar al abogado OSCAR GERARDO 
TORRES TRUJILLO, identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.629.201 de 
Bogotá D.C. y portador de la T.P. No. 219.065 del C.S. de la Judicatura, de 
conformidad con el memorial poder visible a folio 23 del expediente, . 
 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 
 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez 11 Administrativa de Cali  

 

 

 

 
 

Firmado Por: 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  
JUEZ  
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